ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 87 004 2017 00020 00
 ACCIONANTE: FRANCISCO JAVIER GUARIN SERNA  VS. NUEVA EPS y Otro 
ASUNTO: CONFIRMA  PARCIALMENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia - 2ª instancia – 15 de junio de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma parcialmente amparo 

Radicación Nro. :
66001 31 87 004 2017 00020 00
Accionante: 
FRANCISCO JAVIER GUARÍN SERNA
Accionado:
NUEVA EPS Y OTRO
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Temas: 
DERECHOS A LA SEGURIDAD SOCIAL, VIDA DIGNA Y MÍNIMO VITAL / PAGO DE INCAPACIDADES. [A]ntes de cumplirse el día 120 de incapacidad las EPS deberán emitir un concepto médico donde se determine si el trabajador va a recuperarse o no y enviarlo a la AFP y en este caso en concreto, quedó acreditado que el señor Guarín Serna hasta el 2 de mayo de 2017 llevaba 46 días continuos de incapacidad (Fl.28), adicionales a otros 15 días que reclama el accionante por prórroga a la misma correspondiente al período del 3 de mayo de 2017 al 17 de mayo de 2017, es decir, hasta el momento en que interpuso la acción de tutela, el actor  contaba con 61 días de incapacidad. De tal manera, que le asiste la razón a la apoderada judicial de COLPENSIONES, en el entendido de que el pago del subsidio por incapacidades superiores al día 181 le correspondería asumirlo bajo la condición de que la EPS radique en esa entidad el día 120 el concepto médico de recuperación del actor, aunado a que los médicos le continúen expidiendo incapacidades por la enfermedad de origen común por el cual fue calificado. (…) En tal sentido, esta Sala considera que el juez de primer grado no debió ordenar a Colpensiones que asumiera el reconocimiento y pago de las incapacidades médicas superiores a 180 días al señor Javier Guarín Serna, toda vez que las mismas no han sido emitidas, aunado a que no se cuenta con un concepto médico de recuperación o no del accionante, obligación esta que le corresponde asumirla a la EPS, una vez el actor cuente con 120 días de incapacidad para que al día 150 sea remitido al Fondo de Pensiones con el objeto de que allí se disponga lo pertinente al trámite de calificación de invalidez de su afiliado; por tal razón, no existe vulneración de derechos fundamentales por parte de Colpensiones que demuestre el incumplimiento de sus deberes legales relacionados con el pago de subsidios por incapacidades temporales.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, quince (15) de junio de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0545
Hora: 9:30 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES frente al fallo emitido el 4 de mayo de 2017 por el Juzgado 4º de Ejecución y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Francisco Javier Guarín Serna .

2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó el señor Francisco Javier Guarín Serna que se encuentra afiliado al sistema de seguridad social en pensiones con Colpensiones y en salud con la Nueva E.P.S. y que con ocasión a su patología denominada “M545 Lumbago no especificado, espondilo artropatía, dolor crónico, artrosis primaria generalizada y osteopatía” ha sido incapacitado para laborar desde octubre de 2016 y hasta la fecha por los médicos tratantes de neurocirugía y medicina general.

Por lo anterior, señaló que fue sometido a valoración de pérdida de capacidad laboral por parte del Grupo Médico de Colpensiones, la cual arrojó como resultado una PCL del 9.69%, por lo que el 9 de diciembre de 2016 interpuso el recurso de apelación al considerar que dicho porcentaje no correspondía a la realidad y con el objetivo de fuera valorado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez.

Indicó que las incapacidades ordenadas por sus médicos tratantes fueron pagadas por la NUEVA EPS hasta el 4 de enero de 2017, motivo por el cual solicitó ante esa EPSS el pago de las demás incapacidades ordenadas por la médica tratante, pero fueron negadas mediante correo electrónico del 24 de abril de 2017 con fundamento en que ya había sido calificado con un PCL del 9.69%, a pesar de que afirmó que continúa cotizando salud y pensión, que el proceso de calificación se  encuentra en apelación y que depende económicamente de su labor la cual no ha podido realizar desde el 2016. 
2.5. Por lo anterior, solicitó que se tutele el derecho fundamental de petición, debido proceso, al mínimo vital, dignidad humana, igualdad, protección especial a los disminuidos físicos y se ordene a la NUEVA EPS o a COLPENSIONES que asuma el pago de las incapacidades correspondientes a los siguientes períodos: i) 6 de marzo de 2017 al 12 de marzo de 2017; ii) 18 de abril   de  2017 al 02 de mayo de 2017 y iii)  3 de mayo de 2017  al 17 de mayo de 2017.  Así como todas las demás que se sigan causando hasta tanto quede en firme la decisión que resuelva de manera definitiva su pérdida de capacidad laboral (Fls 1-5).

Adjuntó copia de las pruebas que sustentan la demanda de amparo (Fls. 6-15).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos por el accionante para considerar que no le consta alguno de ellos, pero informó que a raíz de la remisión del expediente del accionante por parte de la AFP Colpensiones para que se desate la apelación al dictamen de primera oportunidad, se citó al actor para el 11 de mayo a las 8:20 a.m. con el fin de practicar la valoración física al mismo y continuar con el trámite de calificación de PCL.

Consideró que como la presente acción de tutela versa sobre la falta de reconcomiento y pago de incapacidades, solicitó la desvinculación de esa  Junta del trámite, toda vez que no se han vulnerado derechos fundamentales al accionante  (Fls. 22-24). 
3.2. NUEVA EPS

Informó que esa entidad ha venido asumiendo cada uno de los servicios solicitados por el afiliado, siempre y cuando se encuentren dentro de la órbita prestacional enmarcada en la normatividad, por lo  que las prestaciones económicas solicitadas por el señor Francisco Javier Guarín Serna no se reconocerán toda vez  que ya tiene calificada la pérdida de capacidad laboral del 9,69% y de conformidad con el artículo 10 del decreto 758 de 1990 el pago de las incapacidades o de pensión de invalidez debe ser asumido por el Fondo de Pensiones.

Solicitó no se concediera la acción de tutela y se desvinculara a la entidad de la misma por carencia total del objeto, teniendo en cuenta que NUEVA EPS cumplió con su obligación con el pago de los 180 días de incapacidad, garantizando los derechos del afiliado (Fls 26-27).
Adjuntó copia de una certificación de registros de incapacidades del accionante (Fl. 28).

3.2. COLPENSIONES

Informó que esa entidad no ha recibido solicitud por parte del señor Francisco Javier Guarín Serna para el pago de incapacidades posteriores al día 180, razón por la cual no cuentan con un soporte de las incapacidades otorgadas al mismo, por lo tanto, consideró que el accionante no agotó los medios anteriores a la vía de tutela.  Además, la  EPS donde el accionante se encuentra afiliado no ha remitido el Certificado de Rehabilitación CRE.
Indicó que el señor Guarín Serna fue calificado por esa entidad mediante dictamen de PCL Nº 2016189264TT del 20 de noviembre de 2016, la cual determinó una PCL del 9.69% de origen común, decisión que fue recurrida por el accionante, siendo remitida a la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda. En tal sentido, mencionó las normas que señalan la cobertura para el pago de las incapacidades generadas por parte del Sistema General de Pensiones para concluir que en el caso del accionante se evidenció que no sería posible realizar un estudio del pago de incapacidades, ya que no se cuenta con el concepto favorable de rehabilitación,  el cual debe ser enviado por la EPS antes del día 150 de incapacidad, pues de lo contrario, sería la EPS la que debe cancelar el subsidio equivalente a la respectiva incapacidad temporal después de 180 hasta cuando se emita el correspondiente concepto, según lo establecido en el artículo 142 del Decreto 019 de 2012 
Solicitó se declare la improcedencia de la acción de tutela por falta de legitimación en la causa por pasiva y en tal sentido, se le desvincule del presente trámite. (Fls. 33-39). 
4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 4 de mayo de 2017 el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, resolvió  tutelar los derechos fundamentales a la seguridad social, vida digna y mínimo vital del señor Francisco Javier Guarín Serna y en consecuencia, ordenó a la NUEVA EPS que dentro de los 5 días siguientes a la notificación del fallo autorizara y pagara las incapacidades reclamadas por el titular del derecho y las que a futuro se causaren, hasta tanto el dictamen de Pérdida de Capacidad Laboral quede en firme o se cumplan un total de 180 días de incapacidades, no pudiendo ser liquidadas con un monto inferior y teniendo como IBL, el salario mínimo mensual vigente conforme a lo dispuesto en la sentencia C-543-07 del 18 de septiembre de 2007.  Así mismo, ordenó a COLPENSIONES que realizara el pago de las incapacidades generadas a partir del día 181 hasta el día 540, o asumiera el pago de las mismas en el momento que el dictamen de pérdida de capacidad laboral quede en firme (Fls. 40-42).
Colpensiones fue notificada del anterior fallo por correo electrónico del 5 de mayo de 2017 (Fl.43), mismo medio que utilizó para impugnarlo el día 9 de mayo de 2017 (Fl.45).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, COLPENSIONES envió un escrito mediante el cual  manifestó que en el trámite existe una falta de petición, pues el accionante no presentó ninguna solicitud para obtener el pago de incapacidades, pues para este tipo de prestaciones como el pago de subsidio de incapacidades superiores al día 181 se espera que la actuación se inicie con la interposición de un derecho de petición, el que no existe en el caso en particular ante COLPENSIONES.
Solicitó se concediera el recurso de impugnación con el fin de que: i) Se revoque el fallo de tutela, y se declare la improcedencia de la acción de tutela y ii) se declare que Colpensiones no tiene la obligación de Pagar incapacidades al accionante por cuanto no se cumple con los presupuestos legales para ello, como consecuencia de lo anterior, disponga expresamente en el fallo de tutela la desvinculación por falta de legitimación en la causa por pasiva de la entidad (Folios 41-63), ya que la entidad responsable del pago de las incapacidades reclamadas en la NUEVA EPS.

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó COLPENSIONES. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  Así mismo, la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La Corte se ocupó de un caso en el que una persona reclamaba el pago de unas incapacidades médicas de origen común. En esta ocasión, la Corte revisó la procedencia de la acción de tutela en los casos en que se reclamaban este tipo de prestaciones económicas: “Así las cosas, esta Corporación ha procedido a ordenar el reconocimiento y pago de incapacidades laborales por vía de tutela, cuando se comprueba la afectación del derecho al mínimo vital del trabajador, en la medida en que dicha prestación constituya la única fuente de ingresos para satisfacer sus necesidades personales y familiares, ello sobre la base de que los mecanismos ordinarios instituidos para el efecto, no son lo suficientemente idóneos en procura de garantizar una protección oportuna y eficaz, en razón al tiempo que llevaría definir un conflicto de esta naturaleza”
. 

6.6.   En el caso sub examine, la Sala advierte que el señor Francisco Javier Guarín Serna presenta una patología denominada “M 544 Lumbago con ciática, M519 Trastornos de los discos intervertebrales, no especificado. M199 Artrosis, no especificado. R533 Otro dolor crónico” lo que se desprende de su historia clínica (Fls. 15-17), razón por la cual ha estado incapacitado desde el mes de octubre de 2016 y sus médicos tratantes le han expedido varias incapacidades por enfermedad general, de las que si bien no aportó copia de los formatos respectivos, indicó que la NUEVA EPS no le ha cancelado los períodos que a continuación se relacionan: i) del  06/03/2017 al 12/03/2017 por 7 días, del 18/04/2017 al 02/05/2017 por 15 días y del 03/05/2017 al 17/05/2017 por 15 días, lo que consideró el accionante una violación a sus derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social y vida digna.
6.7. Con respecto a la procedencia excepcional de la acción de tutela para el pago de acreencias laborales, para lo cual se trae a colación la sentencia T-1219 de 2004, dentro de la cual el máximo órgano Constitucional expresó:

“La jurisprudencia de esta Corte ha sido reiterativa en el sentido de negar la procedencia de la acción de tutela para reclamar acreencias de carácter laboral, pues le corresponde a la jurisdicción ordinaria, mediante el ejercicio de la acción ordinaria laboral correspondiente, dirimir las controversias relativas a la reclamación de acreencias de orden laboral, tal como se encuentra contemplado en el Código Procesal del Trabajo. No obstante, cuando el no pago de las acreencias laborales vulnera o amenaza los derechos fundamentales como la vida digna, el mínimo vital, la seguridad social, y/o la subsistencia; la tutela procede de manera excepcional, para la reclamación de aquellas prestaciones que constituyan la única fuente de sustento o recursos económicos que permiten sufragar las necesidades básicas, personales y familiares de la persona afectada, toda vez que se está en presencia de un perjuicio irremediable solamente susceptible de ser remediado con una protección inmediata y eficaz, como sucede con el amparo constitucional que se otorga por vía de la acción de tutela.

El no pago de una incapacidad médica constituye, en principio, el desconocimiento de un derecho de índole laboral, pero puede generar, además, la violación de derechos fundamentales cuando ese ingreso es la única fuente de subsistencia para una persona y su familia. No sólo se atenta contra el derecho al trabajo en cuanto se hacen indignas las condiciones del mismo sino que también se puede afectar directamente la salud y en casos extremos poner en peligro la vida, si la persona se siente obligada a interrumpir su licencia por enfermedad y a reiniciar sus labores para suministrar el necesario sustento a los suyos.

El pago de incapacidades laborales sustituye al salario durante el tiempo en que el trabajador permanece retirado de sus labores por enfermedad debidamente certificada, según las disposiciones legales, entonces, no solamente se constituye en una forma de remuneración del trabajo sino en garantía para la salud del trabajador, quien podrá recuperarse satisfactoriamente, como lo exige su dignidad humana, sin tener que preocuparse por reincorporarse de manera anticipada a sus actividades habituales con el objeto de ganar, por días laborados, su sustento y el de su familia”. (Subrayas nuestras)
De lo anterior, se puede colegir que cuando quiera que no se paguen las incapacidades laborales de manera oportuna y completa, se afecta el mínimo vital del trabajador y el de su familia, razón por la cual la acción de tutela es procedente. Respecto de las incapacidades laborales originadas en enfermedad no profesional, se tiene que constituyen una prestación propia del Sistema de Seguridad Social que pretende amparar las contingencias surgidas con ocasión de perturbaciones en la salud de los trabajadores dependientes o independientes, circunstancia que resulta coherente con los objetivos que persigue la protección de este derecho.

6.8. El artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo, prevé que el trabajador tiene derecho a que el empleador le pague, hasta por 180 días, un auxilio monetario por enfermedad no profesional. Así mismo, el artículo 206 de la Ley 100 de 1993 prevé que  el régimen contributivo reconocerá las incapacidades generadas en enfermedad general, de conformidad con las disposiciones legales vigentes. Para el cubrimiento de estos riesgos las Empresas Promotoras de Salud podrán subcontratar con compañías aseguradoras. Las incapacidades originadas en enfermedad profesional y accidente de trabajo serán reconocidas por las Entidades Promotoras de Salud y se financiarán con cargo a los recursos destinados para el pago de dichas contingencias en el respectivo régimen, de acuerdo con la reglamentación que se expida para el efecto. De acuerdo con lo anterior, cuando un trabajador padece una enfermedad de origen común y se le empiezan a expedir incapacidades, los primeros 3 días corren por cuenta del empleador; los días comprendidos entre el día 4 y el día 180, le corresponde pagarlos a la EPS. Dentro de esos 180 días a cargo de la EPS, antes del día 150, esta deberá emitir un concepto del servicio de rehabilitación integral del incapacitado.  
6.8.1. Al respecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia T-333 de 2013), señaló que el esquema de responsabilidades de los actores del SGSSI en el reconocimiento y pago de las incapacidades laborales de origen común sigue siendo el mismo, con una salvedad, relativa a que las EPS asumirán por cuenta propia el pago de las incapacidades laborales superiores a 180 días, cuando retrasen la emisión del concepto médico de rehabilitación. Las pautas normativas vigentes en la materia son, por lo tanto, las siguientes: 

· “El pago de las incapacidades laborales de origen común iguales o menores a tres días corre por cuenta del empleador (Decreto 1049 de 1999, artículo 40, parágrafo 1°).

· Las incapacidades por enfermedad general que se causen desde entonces y hasta el día 180 deben ser pagadas por la EPS (Ley 100 de 1993, artículo 206). En todos los casos, corresponde al empleador adelantar el trámite para el reconocimiento de esas incapacidades (Decreto Ley 19 de 2012, artículo 121).

· La EPS deberá examinar al afiliado y emitir, antes de que se cumpla el día 120 de incapacidad temporal, el respectivo concepto de rehabilitación. El mencionado concepto deberá ser enviado a la AFP antes del día 150 de incapacidad (Decreto Ley 19 de 2012, artículo 142). 

· Una vez reciba el concepto de rehabilitación favorable, la AFP deberá postergar el trámite de calificación de la invalidez hasta por 360 días adicionales, reconociendo el pago de las incapacidades causadas desde el día 181 en adelante, hasta que el afiliado restablezca su salud o hasta que se dictamine la pérdida de su capacidad laboral (Decreto 2463 de 2001, artículo 23).

· Si el concepto de rehabilitación no es expedido oportunamente, será la EPS la encargada de cancelar las incapacidades que se causen a partir del día 181. Dicha obligación subsistirá hasta la fecha en que el concepto médico sea emitido.

· Si el concepto de rehabilitación no es favorable, la AFP deberá remitir el caso a la junta de calificación de invalidez, para que esta verifique si se agotó el proceso de rehabilitación respectivo y, en ese caso, califique la pérdida de la capacidad laboral del afiliado. Si esta es superior al 50% y el trabajador cumple los demás requisitos del caso, la AFP deberá reconocer la pensión de invalidez respectiva. Si es menor del 50%, el trabajador deberá ser reintegrado a su cargo, o reubicado en uno acorde con su situación de incapacidad.   (Subrayas nuestras)

6.9.  Significa lo anterior que la NUEVA EPS es la responsable del reconocimiento y pago de las  incapacidades médicas expedidas al actor por enfermedad común inferiores a 180 días, lo cual encuentra sustento en las  pruebas arrimadas a la demanda de tutela, si se tiene en cuenta que el señor Guarín Serna, de 67 años, fue calificado el 20 de noviembre de 2016 en primera instancia por el grupo médico de Colpensiones, el que dictaminó una PCL del 9.69% por enfermedad común (Fls. 6-9).  Por su parte, la NUEVA EPS aportó una relación de incapacidades concedidas y prorrogadas al accionante desde el  07/10/2016 hasta el 02/05/2017 para un total de 46 días  (Fl. 28).   Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-140 de 2016 concluyó que la obligación de pago de las incapacidades temporales por enfermedad o accidente de origen común están en cabeza del empleador o de las diferentes entidades del Sistema de Seguridad Social Integral en función del tiempo transcurrido desde la primera incapacidad hasta la recuperación del trabajador o la calificación de la pérdida de la capacidad laboral tal.  En tal virtud, dicho Tribunal en esa sentencia mostró el siguiente cuadro (entiéndase entre comillas): 
	Días de incapacidad / valor del subsidio
	Encargado
	Norma
	Comentario.

	1 a 2 / dos terceras partes del salario.
	Empleador
	Decreto Reglamentario 2493 de 2013, artículo 1.
	 El empleador deberá asumir el pago de las incapacidades y en general de todas las prestaciones garantizadas por el Sistema de Seguridad Social Integral cuando no haya afiliado al trabajador o cuando a pesar de haber sido requerido por las entidades del sistema, se haya encontrado en mora en las cotizaciones al momento de ocurrir el siniestro. Sentencia T-723 de 2014. 

	3 a 180 / dos terceras partes del salario durante los primeros 90 días y la mitad a partir del día 91 y por el tiempo restante.
	Entidad Promotora de Salud
	Código Sustantivo del Trabajo, artículo 227.
	Antes de cumplirse el día 120 de incapacidad, la EPS deberán emitir un concepto médico donde se determine si el trabajador va a recuperarse o no y enviarlo a la AFP antes del día 150. Si tal concepto no es emitido, la EPS deberá asumir el pago de las incapacidades superiores a 180 días y hasta que el mismo sea expedido. En todo caso, la regla general es que las EPS no asumen el pago de incapacidades superiores a 180 días. Sentencia T-729 de 2012. 

	181 a 540 / la mitad del salario.
	Administradora de Fondos de Pensiones
	Ley 100, artículo 41, inciso 5.
	Aun cuando exista calificación de la pérdida de la capacidad laboral y al trabajador se le haya decretado la incapacidad permanente parcial, la AFP deberá asumir el pago de las incapacidades que se sigan generando y que sean posteriores a los primeros 180 días que fueron cubiertos por la EPS. Sentencia T-920 de 2009. 


6.10.  Así las cosas, antes de cumplirse el día 120 de incapacidad las EPS deberán emitir un concepto médico donde se determine si el trabajador va a recuperarse o no y enviarlo a la AFP y en este caso en concreto, quedó acreditado que el señor Guarín Serna hasta el 2 de mayo de 2017 llevaba 46 días continuos de incapacidad (Fl.28), adicionales a otros 15 días que reclama el accionante por prórroga a la misma correspondiente al período del 3 de mayo de 2017 al 17 de mayo de 2017, es decir, hasta el momento en que interpuso la acción de tutela, el actor  contaba con 61 días de incapacidad. De tal manera, que le asiste la razón a la apoderada judicial de COLPENSIONES, en el entendido de que el pago del subsidio por incapacidades superiores al día 181 le correspondería asumirlo bajo la condición de que la EPS radique en esa entidad el día 120 el concepto médico de recuperación del actor, aunado a que los médicos le continúen expidiendo incapacidades por la enfermedad de origen común por el cual fue calificado.  
6.11. Por lo anterior, la Sala concluye que son los precedentes jurisprudenciales los que señalan la forma como se constituye una prestación propia del Sistema de Seguridad Social para amparar las contingencias surgidas con ocasión de perturbaciones en la salud de los trabajadores dependientes o independientes, circunstancia que resulta coherente con los objetivos que persigue la protección no sólo de este derecho, sino el del mínimo vital de una persona que se encuentra en debilidad manifiesta como el señor Francisco Javier Guarín Serna, quien depende económicamente de su actividad laboral, tal como lo afirmó en el escrito introductorio de la presente demanda.

6.12.  En tal sentido, esta Sala considera que el juez de primer grado no debió ordenar a Colpensiones que asumiera el reconocimiento y pago de las incapacidades médicas superiores a 180 días al señor Javier Guarín Serna, toda vez que las mismas no han sido emitidas, aunado a que no se cuenta con un concepto médico de recuperación o no del accionante, obligación esta que le corresponde asumirla a la EPS, una vez el actor cuente con 120 días de incapacidad para que al día 150 sea remitido al Fondo de Pensiones con el objeto de que allí se disponga lo pertinente al trámite de calificación de invalidez de su afiliado; por tal razón, no existe vulneración de derechos fundamentales por parte de Colpensiones que demuestre el incumplimiento de sus deberes legales relacionados con el pago de subsidios por incapacidades temporales.
6.13. Consecuente con lo argumentado, esta Colegiatura confirmará parcialmente la sentencia estudiada,  y en tal sentido, revocará el numeral 3º en el que se ordenó a COLPENSIONES el pago de las incapacidades correspondientes desde el día 181 al 540 por no existir prueba de que se hubieran emitido las mismas, ya que el accionante reclama el pago de los períodos: 6 de marzo de 2017 al 12 de marzo de 2017;  18 de abril   de  2017 al 02 de mayo de 2017 y  3 de mayo de 2017  al 17 de mayo de 2017 (Fl. 2). 
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la decisión emitida el 4 de mayo de 2017 por el Juez 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la tutela instaurada por el señor Francisco Javier Guarín Serna en contra de COLPENSIONES y otros. 
SEGUNDO: REVOCAR el numeral 3º de la sentencia de primer grado en relación con la orden impartida a COLPENSIONES, en su lugar se desvincula a COLPENSIONES del presente trámite.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T 920 de 2009. 
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